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1. INTRODUCCIÓN 

La normativa internacional y doméstica no realiza un tratamiento unitario de las 
rentas empresariales y domésticas, distinguiendo dos regímenes claramente 
diferenciados en función del grado de presencia que tenga el empresario o 
profesional en la vida económica del Estado de fuente. Ello conlleva una 
diferencia radical en la forma en la que tributarán las rentas obtenidas por estos 
cuando desarrollen su actividad en un Estado del que no son residentes, pues 
un régimen determina la tributación por renta mundial del contribuyente –en este 
caso, una ficción legal como es el establecimiento permanente- y el otro supone 
una tributación territorial, sujetando a imposición la renta que exclusivamente se 
haya obtenido en Estado de fuente. El presente capítulo se dedica al examen del 
tratamiento fiscal de los rendimientos empresariales y profesionales cuando son 
obtenidos sin mediación de un establecimiento permanente (EP). 

Tanto la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes (LIRNR) y como los 
Convenios de Doble Imposición (CDI) formalizados por España, cuya redacción 
inspira sistemáticamente el Modelo de Convenio de la OCDE (MCOCDE), en sus 
diferentes versiones, establecen un régimen general para la sujeción de este tipo 
rentas, que sólo resultará de aplicación en el caso de que no exista otra norma 
que regule específicamente la categoría de renta obtenida por el empresario o 
profesional. Esto ocurre tanto en la norma convenida, lo que afectará a la 
atribución de potestades y posibles límites a la tributación en fuente de las rentas 
obtenidas por el no residente, como en nuestra normativa doméstica. Por tanto, 
este capítulo se dedica al estudio del régimen general de tributación de las rentas 
obtenidas sin EP por empresarios y profesionales, pero se debe advertir que 
siempre será necesario analizar en cada caso la categoría de renta que se ha 
obtenido para determinar la norma que resulta de aplicación, bajo el principio 
“norma especial prevalece sobre norma general”.  

Para una mayor facilidad de estudio, se relacionan a continuación aquellas 
rentas empresariales que actualmente tienen una normativa específica en el 
MCOCDE. Siguiendo el orden de los artículos en el que estarían regulados, 



podemos distinguir: las rentas inmobiliarias (artículo 6); las rentas procedentes 
de la navegación marítima y aérea internacional e interna (artículo 8); dividendos 
(artículo 10); intereses (artículo 11); cánones (artículo 12); ganancias de capital 
provenientes el ejercicio de determinadas actividades empresariales (artículo 13) 
y cuando deriven del ejercicio de actividades artísticas y deportivas (artículo 17). 
En el presente capítulo se hará referencia a las reglas de tributación de los 
beneficios de la explotación de buques y aeronaves en el tráfico internacional 
conforme lo dispuesto en el artículo 8 del MCOCDE. 

Nótese la importancia de los rendimientos excluidos del régimen general de 
tributación, añadiendo una gran complejidad al estudio del tratamiento fiscal de 
las rentas obtenidas por un empresario o profesional no residente. Cierto es que 
la norma convenida establece un régimen general en el que la potestad tributaria 
sobre esas rentas se atribuye de forma exclusiva al Estado de residencia, por lo 
que esta especialidad de la norma a aplicar según la clase de renta que se haya 
obtenido evita de facto una cesión de soberanía fiscal cuasi absoluta en favor 
del estado de residencia.  

Por último, en el caso de la norma convenida, hay que tener en cuenta que los 
rendimientos derivados del ejercicio de actividades profesionales independientes 
tenían hasta el año 2000 una regulación propia en el MCOCDE, concretamente 
en su artículo 14. A partir de dicho año, se acuerda la supresión de este artículo 
en las futuras versiones del MCOCDE, por considerarlo redundante con lo 
dispuesto en el artículo 7, que regula los beneficios empresariales. No obstante, 
como veremos, el artículo 14 se mantiene en numerosos CDIs formalizados por 
España que están actualmente en vigor. 
 
2. TRATAMIENTO GENERAL DE LOS RENDIMIENTOS DERIVADOS DE LA 
REALIZACION DE ACTIVIDADES ECONOMICAS SIN ESTABLECIMIENTO 
PERMANENTE 

El estudio las rentas del no residente derivadas del ejercicio de actividades 
económicas exige una doble aproximación.  Primero, habrá que analizar la 
normativa nacional y concretamente la LIRNR y sus normas de desarrollo.  
Segundo, se ha de analizar si existe un CDI que resulte de aplicación al objeto 
de delimitar cual es la distribución de competencias que han acordado los 
Estados Contratantes para gravar estas rentas, con el objetivo de evitar la 
perniciosa doble imposición. Utilizaremos como referencia el MCOCDE puesto 
que la generalidad de los Convenios suscritos por España sigue su redacción y 
sus Comentarios son fuente de seguridad jurídica al permitir interpretar sus 
artículos de acuerdo con el consenso internacional. 

2.1. REGULACIÓN EN EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES 

En ausencia de CDI o cuando así lo permita la distribución de competencias 
acordada en el CDI, podrá el estado de fuente, sujetar a tributación la renta 
obtenida por el no residente conforme a su norma doméstica. EL LIRNR resulta 
de aplicación a todo tipo de rentas derivadas de la realización de actividades 
económicas obtenidas sin EP por un no residente en España. Pasemos a 
profundizar en esta regulación, no sin antes analizar una cuestión latente en la 
propia descripción de la renta: qué debemos entender por actividad económica.  

2.1.1. Concepto de actividad económica 



La LIRPF no contiene un concepto propio de actividad económica. La ausencia 
de una regulación concisa es común denominador de esta norma. Se justifica en 
que el legislador trata de evitar innecesarias reiteraciones, por lo que la LIRNR 
sistemáticamente remite a la LIRPF y a la LIS al objeto de interpretar y calificar 
sus preceptos. Así, conforme al artículo 13.3 hemos de remitirnos a la LIRPF con 
carácter supletorio para calificar los distintos conceptos de renta en función de 
su procedencia. Por ello, si queremos delimitar el concepto de actividad 
económica, hemos de acudir a la precisa definición que contiene el artículo 27.1.  

Este precepto califica como rendimientos de actividades económicas 

«...aquéllos que, procediendo del trabajo personal y del capital conjuntamente, o 
de uno solo de estos factores, supongan por parte del contribuyente la 
ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos humanos 
o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución 
de bienes y servicios. 

En particular, tienen esta consideración los rendimientos de las actividades 
extractivas, de fabricación, comercio y prestación de servicios, incluidas las de 
artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras 
y el ejercicio de profesiones liberales, artísticas y deportivas.» 

Por otra parte, el artículo 3 de la LIRNR exige una interpretación de sus 
preceptos concordante con la LIRPF y con la Ley 24/2014 del Impuesto sobre 
Sociedades (LIS en adelante). En este caso, la LIS delimita la noción de actividad 
económica a efectos del impuesto en su apartado 1 del mismo artículo 5, en 
similares términos a los del LIRPF: 

“1. Se entenderá por actividad económica la ordenación por cuenta propia de los 
medios de producción y de recursos humanos o de uno de ambos con la finalidad 
de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios.” 

La LIS no incluye un inciso final como el de la LIRPF, que expresamente incluye 
dentro del concepto de actividad económica a las profesionales.  

Por otra parte, es importante destacar, que la calificación de una actividad como 
económica a efectos de norma doméstica, no se debe trasladar de forma 
automática al ámbito de la norma convenida.  

Un ejemplo muy claro son las rentas forestales o mineras. En ambos casos, la 
norma convenida considera que las rentas de estas actividades proceden de 
bienes inmuebles, por lo que la atribución de potestades entre Estados está 
regulada en el artículo 6 del MCOCDE. Asimismo, los que deriven de derechos 
de uso de recursos naturales, como concesiones mineras o derechos sobre 
recursos forestales se califican a efectos de Convenio como cánones (artículo 
12 del MCOCDE). Otra cosa es que una vez atribuida la potestad de gravar esa 
renta al Estado de fuente, éste puede calificar la renta y gravarla en 
consecuencia como estime oportuno, siempre teniendo en cuenta los límites que 
pudiera haber previsto el Convenio correspondiente. De la misma manera, las 
rentas que deriven del ejercicio de actividades artísticas y deportivas tienen 
norma convenida propia. Todo ello teniendo en cuenta la ya mencionada 
diferenciación entre la tributación de la renta obtenida mediante EP y la obtenido 
sin este.  



Además, como ya hemos mencionado, mientras que en la norma doméstica no 
distingue las actividades profesionales realizadas por cuenta propia respecto del 
resto de actividades económicas, gran parte de los CDIs formalizados por 
España siguen la redacción del MCOCDE anterior a la de 2000, por lo que 
contienen un artículo 14 que regula de forma autónoma las rentas derivadas de 
actividades profesionales, por lo que el artículo 7 del Convenio no es 
comprensivo de las rentas procedentes de actividades económicas en general.  

2.1.2. Criterios de sujeción al impuesto 

Las pautas determinantes de la sujeción de las rentas de actividades económicas 
sin EP obtenidas por el no residente se regulan en el artículo 13.1.b) del LIRNR.  

Lo primero que hay que destacar es que, en esta clase de rendimientos, el mero 
pago de una renta por un residente a una empresario o profesional no residente 
no se estimará como razón suficiente para su gravamen, exigiendo un nexo 
adicional que el mero envío de fondos desde España en contraprestación de una 
actividad económica.  

Los criterios de sujeción son los siguientes: 

1º. Que la actividad económica de la que surge la renta se realice en territorio 
español 

La norma doméstica no sujeta a tributación los rendimientos que se satisfacen al 
extranjero en contraprestación a una actividad realizada fuera del territorio, tal 
sería el caso1 del pago realizado por una entidad residente en España a una 
entidad extranjera por el alquiler de un stand en una feria que se celebra fuera 
de España. 

En el caso de que se realice parcialmente una actividad, cabe plantearse si, la 
parte de la renta imputable a la actividad no realizada en España podría estar 
sujeta a IRNR por el otro criterio que establece la norma doméstica, el de 
“utilización”, que se verá más adelante.  

Por último, hay una excepción relevante a este criterio de sujeción cuando la 
actividad económica sí se realiza en territorio español, que se refiere a la 
actividad de instalación y montaje de maquinaria e instalaciones procedentes del 
extranjero en España. En estas circunstancias, la renta no está sujeta a IRNR 
cuando se cumplan las siguientes condiciones: 

- La instalación y montaje se realice por el propio proveedor.  
- Los costes de la instalación y montaje no superan el veinte por ciento del 
precio de adquisición de los elementos instalados o montados. 

Un ejemplo de pueda servir para ilustrar como aplicar este artículo, sería el de 
un empresario residente en Reino Unido que vende una instalación fotovoltaica 
a un empresario residente en España, por 7 millones de euros. En el acuerdo, el 
empresario no residente se compromete a prestar como servicio adicional el 
montaje de la instalación que se cifra en 1 millón de euros. Por razones de 
cercanía geográfica, el empresario británico acuerda con la entidad española 
que dicho servicio se realizará por una entidad portuguesa que le presta 
habitualmente ese servicio en sus operaciones de venta.  

 
1 Ver consulta vinculante V2835-17 de 2 de noviembre de 2017 de la Dirección General de Tributos (DGT) 



Centrándonos exclusivamente en la posible tributación en España del servicio 
de montaje, el primer hecho relevante que hemos de analizar es el importe de la 
contraprestación pagada por la entidad residente en España. En este caso, el 
valor del servicio de montaje no excede del veinte por ciento del precio de 
adquisición de la instalación fotovoltaica. Si bien esta es una condición 
necesaria, ello no es suficiente para considerar no sujeta la renta. En este caso, 
el prestador del servicio no es el propio proveedor, siendo un tercero residente 
en Portugal. No cumpliéndose la condición de que la instalación y montaje sea 
realizado por el propio proveedor, el pago de la renta podrá sujetarse a 
tributación en España. Y ello, sin perjuicio de que para ello es necesario que, si 
existe un CDI que resulte de aplicación, se le atribuya a España potestad para 
gravar esa renta como país de fuente.  

2º. Que estemos ante prestaciones de servicios que hayan sido utilizadas en 
territorio español. 

Nótese que este criterio de sujeción no hace referencia a actividades o 
explotaciones económicas en su conjunto. La norma hace referencia únicamente 
a prestaciones de servicios concretas, como son estudios, proyectos, asistencia 
técnica o servicios de apoyo a la gestión, en los que el rendimiento estará sujeto 
en España siempre que se utilicen en territorio español. Concepto que se 
encarga de delimitar la propia norma, al señalar que se entenderá utilizado el 
servicio en España cuando concurran cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 

– Que sirva a actividades económicas realizadas en España 
– Que se refiera a bienes situados en España 

En este caso, la norma nos obliga a realizar un doble análisis cuando haya un 
pago de un residente en contraprestación de un servicio prestado por un no 
residente. 

El primer análisis que debemos realizar tendrá por objeto determinar si estamos 
ante servicios cuyas características permitan considerar que se encuentran 
dentro de la esfera de los afectados por este criterio. Existen servicios que 
fácilmente ponemos considerar que están afectados por esta norma, como son 
los de asesoría jurídica, consultoría, ingeniería o marketing.  

En otras ocasiones, esta decisión puede no ser tan intuitiva, especialmente 
cuando el servicio se refiera a ejecuciones de obra o trabajos materiales, siendo 
patente la falta de precisión de la que adolece la norma en este caso. Este sería 
el supuesto en el que nos encontremos con un fabricante no residente que actúa 
como “maquila” de un residente en España. No parece que el servicio prestado 
pueda calificarse como un estudio, proyecto, asistencia técnica o servicio de 
apoyo a la gestión, pero la norma no es suficientemente clara para delimitar el 
ámbito de aplicación de este supuesto en el caso de ejecuciones de obra o 
trabajos materiales.  

El segundo análisis que hemos de realizar consiste en delimitar si el servicio está 
relacionado con un bien situado en España, criterio cuya aplicación práctica no 
reviste mayor complejidad, o si el mismo sirve, se utiliza en el ámbito español. 
Este segundo concepto puede revestir mayor complejidad y su aplicación exige 
realizar un análisis en profundidad de los elementos que configuren el servicio 
que se preste.  



Un ejemplo de cómo aplicar este aparatado sería el de un despacho de 
profesional establecido en España que presta servicios de abogacía o 
arquitectura y, entre sus clientes, se encuentran españoles que desean recibir 
un asesoramiento para tomar la mejor decisión cerca de las oportunidades de 
inversión en Latinoamérica. Este proceso de decisión se realiza íntegramente en 
España. A efectos de prestar el mejor servicio a sus clientes, contratan a un 
profesional residente en Perú para tener información directamente desde la zona 
geográfica de interés, pagándole una contraprestación de 5.000 dólares por ello. 

En este caso, el servicio que se presta desde el extranjero sirve directamente a 
la actividad de asesoramiento que realiza el despacho en España2. Teniendo en 
cuenta que actualmente no hay formalizado un Convenio entre España y Perú, 
la renta satisfecha al profesional residente en Perú estaría sujeta al Impuesto 
español, debiendo aplicarse la correspondiente retención.  

Pero la interpretación de este supuesto no siempre es tan evidente. Pongamos 
el caso de un abogado autónomo residente en España especialista en los 
trámites jurídicos necesarios para instalar parques fotovoltaicos en Colombia, 
que es contratado por un grupo de inversores canadienses para que les asesore 
en un proyecto a realizar en Bogotá. Para poder realizar correctamente su labor 
de asesoramiento, el abogado español contrata a su vez a un abogado 
colombiano para que realice una serie de trámites necesarios ante la autoridad 
competente colombiana. En contraprestación le satisface 10.000 euros.  

Una interpretación literal de la norma podría conducir a considerar que dicha 
retribución satisfecha a un profesional no residente debería estar sujeta a 
tributación en España si el Convenio lo permite, en la medida que la misma sirve 
al abogado residente en España para prestar el servicio para el que ha sido 
contratado por los inversores canadienses. De seguir este criterio, todo servicio 
prestado a una empresario o profesional en España por un no residente 
deberíamos considerarlo sujeto a tributación en España y éste debería proceder 
a practicar la oportuna retención. No sería correcta esta interpretación.  

La sujeción de estas rentas a la normativa nacional debe realizarse desde un 
prisma más restrictivo, en donde la actividad desarrollada por el no residente ha 
de dirigirse especialmente a una actividad concreta realizada en España3. Por 
tanto, no se sujeta la renta cuando el vínculo con España consiste en que la 
misma está ligada con el servicio global prestado por el residente a un tercero.  

En el caso concreto del ejemplo, el servicio prestado por el abogado colombiano 
tiene por objeto, exclusivamente, la realización de unos trámites administrativos 
que es necesario realizar en Colombia si se quieren obtener los permisos para 
construir la planta fotovoltaica. En definitiva, es un servicio realizado en el 
extranjero y que no es utilizado en España. Por ello, los 10.000 euros pagados 
al abogado colombiano no estarían sujetos a retención conforme a nuestra 
normativa doméstica de no residentes, al ser una renta no sujeta al IRNR por 
servir a una actividad que se va a realizar en Colombia. Otros ejemplos similares 
a este serían el de un servicio de registro de patentes o a la asistencia a juicio 
en el extranjero.  

 
2 Ver consulta vinculante V1085-17 de 9 de mayo de 2017 de la DGT 
3 Ver consulta vinculante V2343-12 de 10 de diciembre de 2012 de la DGT 



En conclusión, para entender que este tipo de rentas obtenidas por un no 
residente están sujetas al Impuesto español, es necesario valorar las 
circunstancias de cada caso, y en concreto si: 

• El servicio sirve a la actividad económica de un residente en el territorio 
español 

• La utilización del servicio en territorio español por el destinatario final para 
quien se contrata el mismo.   

Para finalizar el análisis de este criterio de sujeción, hemos de abordar la posible 
sujeción al Impuesto español de una prestación de servicios en el supuesto de 
que sólo sirvan parcialmente a la actividad realizada en España.  

El alcance de este supuesto de sujeción no es integral. Únicamente se podrán 
gravar las rentas correspondientes a los servicios prestados que sirvan a la 
actividad realizada en España, estando no sujeta aquella parte de la actividad 
que revierte en el extranjero. Dado que es práctica habitual fijar una 
remuneración que englobe el servicio que se va a prestar con independencia del 
territorio en el que se utilice, en aquellos supuestos de sujeción parcial habrá que 
fijar un criterio objetivo para prorratear esas rentas, cuestión de especial 
complejidad práctica en ocasiones.  

Para ilustrar esta dificultad, podemos tomar como referencia el anterior ejemplo 
relativo a la prestación servicios de abogacía o arquitectura a clientes de un 
despacho residente en España, en forma de asesoramiento para tomar la mejor 
decisión cerca de las oportunidades de inversión en Latinoamérica. Qué ocurriría 
en el caso de que el profesional residente en Perú, prestara sus servicios a un 
despacho con dos sedes, una en Reino Unido, para clientes británicos, y otra en 
España, para clientes españoles. Si cobra una única contraprestación de 10.000 
dólares anuales, hemos de encontrar un criterio objetivo que nos permita repartir 
tal cuantía entre ambas sedes al objeto de cuantificar la renta sujeta a tributación 
en España, que dependerá de las circunstancias concretas del servicio que se 
presta.  

Por último, hay que destacar que una actividad calificada como económica 
conforme la LIRPF no necesariamente será gravada como tal en el IRNR. Los 
criterios de la LIRNR prevalecen en todo caso (artículo 13.3 LIRNR) y el régimen 
general de sujeción de rendimientos de actividades económicas sólo será de 
aplicación en la medida que “no resulte de aplicación otras letras de este 
artículo”4. Por lo tanto, aquellas rentas que específicamente tengan un trato 
diferenciado en el artículo 13 LIRNR, se sujetarán a tributación conforme la 
norma específica, a pesar de que estén vinculadas a una actividad desplegada 
por una entidad no residente que a todas luces deba calificarse como económica. 
Como ejemplo tendríamos los dividendos, los intereses o los rendimientos 
inmobiliarios.  

2.1.3. Supuestos de no sujeción 

El legislador ha considerado oportuno excluir de gravamen determinadas rentas 
empresariales obtenidas sin EP. Los supuestos de no sujeción expresamente en 
el artículo 13 de la IRNR serían los siguientes:  

 
4 Véase el artículo 13.1.b LIRNR 



1º Las rentas empresariales derivadas de compraventas internacionales de 
mercancías, incluidas las comisiones de mediación de éstas y los gastos 
accesorios y conexos.  
Este sería el caso de la operativa llevada a cabo por una entidad distribuidora al 
por mayor en España de piñas. Su principal proveedor es una entidad residente 
en Costa Rica, que se compromete por contrato a asumir todos los gastos hasta 
la llegada al aeropuerto de Zaragoza de la mercancía. Además, el proveedor ha 
de realizar tareas de control de calidad. El precio acordado es global, incluyendo 
todos los gastos.  

En este caso, la adquisición de la mercancía realizada por el distribuidor español 
al proveedor domiciliado en Costa Rica es una compraventa internacional de 
mercancía no sujeta conforme al artículo 13.2 del IRNR.  

En cuanto al servicio de transporte y al de control de calidad, habría que analizar 
si se corresponden con gastos accesorios al principal y conexos de la 
compraventa internacional. Solo si los términos contractuales acordados por 
proveedor y distribuidor permiten concluir que los gastos, analizados de forma 
independiente, son indispensables para que la operación principal (adquisición 
de piña) se lleve a cabo, podrán considerarse como tales. Si se concluye en 
sentido positivo, esos gastos de transporte y de control de calidad son accesorios 
a la compraventa internacional, por lo que estarán sujetos a tributación en 
España por el IRNR. 

2º Rentas satisfechas con cargo a un EP situado en el extranjero, a no residentes 
en contraprestación de prestaciones vinculadas con su actividad. 

Este supuesto de no sujeción es congruente tanto con nuestra normativa interna5 
de atribución de beneficios a los EP como con el enfoque autorizado de la OCDE6 
para distribuir las rentas obtenidas por una empresa entre la casa central y los 
distintos EPs que pudieran existir. 

El IRNR establece el principio de tributación en España exclusivamente por las 
rentas que le sean imputables al EP sin que exista una “vis atractiva” del EP 
respecto del resto de rendimientos que pudiera obtener la entidad en territorio 
español si no pueden imputarse al EP. La norma convenida se expresa en 
similares términos.  

De forma congruente, el supuesto de no sujeción que nos ocupa excluye de 
tributación en España la renta obtenida por el no residente, por la prestación de 
servicios a un EP radicado en el extranjero de una entidad residente en España, 
cuando tales rentas puedan imputarse a la actividad de este EP y esta no tenga 
relación con actividades o bienes situados en España. 

Un ejemplo en el que se aplicaría este supuesto de no sujeción sería el de una 
entidad residente en España que se dedica a la construcción. Esta entidad 
desarrolla una actividad en Portugal que se considera que cumple con los 
requisitos para que sea constitutiva de un EP en este país. En el marco de esa 
actividad, el EP paga a un arquitecto residente en Portugal 10.000 euros por un 
estudio vinculado exclusivamente a la actividad que desarrolla en este país 
mediante un EP. 

 
5 Artículo 16 LIRNR 
6 Véase artículo 7 MCOCDE e Informes OCDE 2008-2010 sobre atribución de beneficios a EPs. 



Para atribuir el beneficio a este EP, se tendrá en consideración como gasto 
imputable a su actividad los 10.000 euros satisfechos en contraprestación de sus 
servicios al arquitecto. A efectos del IRNR, el pago de 10.000 euros al arquitecto 
constituye la contraprestación por la prestación de un servicio vinculado a la 
actividad del EP en Portugal y se satisfacen por el EP. En consecuencia, a esta 
renta le sería de aplicación este supuesto de no sujeción y no tributaría en 
España.  

Cuestión distinta sería que el servicio realizado desde Portugal no estuviera 
vinculado al EP. Tal sería el caso de un estudio de rehabilitación de un edificio 
localizado en Huelva que fuera elaborado por el arquitecto residente en Portugal. 
Aunque la entidad española operara en Portugal a través de un EP en Portugal, 
al ser un estudio que no está relacionado con la actividad en Portugal y servir a 
la actividad desarrollada por la entidad en territorio español, sí sería una renta 
sujeta a tributación en España, sin perjuicio de lo que disponga la norma 
convenida con relación a la atribución de la potestad para gravar esta clase de 
renta al país de fuente, en este caso España.  

Por otra parte, hay supuestos de no sujeción que resultan de las normas de 
sujeción del impuesto y que ya hemos analizado en este capítulo. Así podemos 
citar: 

• Rentas de carácter empresarial de fuente española, cuando la actividad 
desarrollada por el no residente lo fuera íntegramente en el extranjero o, en el 
caso de serlo parcialmente, por la parte que se corresponda en el extranjero.  

• Rentas de carácter empresarial derivadas de prestaciones de servicios, 
como estudios o proyectos, de fuente española, cuando la actividad desarrollada 
por el no residente se realice o utilice en el extranjero o, en el caso de serlo 
parcialmente, por la parte que se corresponda en el extranjero.  

• Las actividades de instalación o montaje de maquinaria o instalaciones 
procedentes del extranjero cuando su importe es inferior al veinte por ciento del 
precio de adquisición de esos elementos y sean realizadas por su proveedor. Y 
ello siempre que la actividad de instalación o montaje no implique un EP en 
España. 

2.1.4. Supuestos de exención 

El LIRNR dedica su artículo 14 a relacionar aquellas rentas que, estando sujetas 
al impuesto, estarán exentas. Con relación a los rendimientos empresariales 
obtenidos sin mediación de EP, se reconoce la exención del impuesto de las 
siguientes rentas obtenidas en el tráfico marítimo y aéreo internacional: 

1. El primer supuesto de exención está recogido en el artículo 14.1.G. del 
LIRNR7. Se consideran exentas las rentas obtenidas sin mediación de EP, por el 
arrendamiento, arrendamiento, cesión o transmisión de contenedores o de 
buques y aeronaves a casco desnudo siempre y cuando los mismos hayan sido 
utilizados en la navegación marítima o aérea internacional. 

Si bien la redacción del artículo parece invitar a considerar que el ámbito de las 
actividades amparadas por el mismo es la de cada contendor, buque o aeronave 
objeto de cesión, arrendamiento o transmisión, esto no es así en el caso de las 

 
7 En redacción dada por el artículo cuarto de la Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se trasponen 

determinadas directivas y se modifica la LIRNR para adaptarla a la normativa europea. 



aeronaves. En este caso, la norma amplía el ámbito al que se puede aplicar esta 
exención puesto que también habrá que analizar la actividad desplegada por 
todas las aeronaves de la compañía arrendataria. La exención será de aplicación 
cuando la distancia total recorrida en trayectos internacionales en el conjunto de 
trayectos efectuados por las aeronaves de la entidad arrendataria exceda del 
50% de la distancia total recorrida por su flota.    

Resumiendo, si la aeronave es utilizada en trayectos internacionales, los 
rendimientos derivados de su actividad estarían exentos si es utilizada en 
navegación aérea internacional. Y con independencia de este uso individual, 
también estarían exentos en el caso de que pertenezca a la flota de una entidad 
arrendataria que realice eminentemente una actividad aérea internacional, 
entendida la misma como la realización de trayectos internacionales cuya 
distancia en conjunto exceda del 50% de la distancia total recorrida por la flota.  

2. El segundo supuesto no sería una de exención como tal. El artículo 14.3 
del LIRNR reconoce una habilitación al “Ministerio de Economía y Hacienda”, 
para declarar exenta la renta obtenida por entidades de navegación marítima o 
aérea residentes en el extranjero cuyos buques o aeronaves toquen territorio 
español.  
La única condición que exige la ley para que el Ministerio acuerde esta exención 
es que sea recíproca, como es habitual en derecho internacional. También aclara 
la norma que esta exención será de aplicación con independencia de que tales 
entidades tengan un consignatarios o agentes en territorio español.  

2.1.5. determinación de la base imponible 
La norma doméstica establece como regla general para calcular la base 
imponible de los rendimientos obtenidos sin mediación de EP que la misma 
estará constituida por el importe íntegro de la contraprestación por la realización 
de la actividad de que se trate.  

La norma no establece ninguna regla específica para el cálculo del rendimiento 
íntegro, remitiéndose el legislador a las reglas establecidas en el IRPF. No todas 
las reglas serán de aplicación, puesto que la LIRNR expresamente dispone que 
no serán de aplicación ni los porcentajes multiplicadores aplicables a los 
rendimientos íntegros de capital mobiliario satisfechos por entidades residentes 
en territorio español8 ni las reducciones.  

No obstante, se prevén las siguientes reglas específicas: 

• Regla específica de deducción de gastos.  

La inmediata pregunta que nos podemos hacer es si un empresario o profesional 
no residente que obtiene rentas España no se va a poder deducirse gasto alguno 
a la hora de calcular el rendimiento que estará sujeto a gravamen por el IRNR. 
La respuesta que, en general, solo determinadas categorías de gasto podrán ser 
deducibles. Ello se debe a que la LIRNR9 introduce una norma específica de 
cálculo de la base imponible que será de aplicación a las prestaciones de 

 
8 Referencia al artículo 24.1 de la antigua Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 3/2004, ya derogado. Su equivalente actual, el artículo 25.1 de la Ley 

35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial 

de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, no 

establece coeficientes multiplicadores. 
9 Artículo 24.2 del LIRNR y artículo 5 del Reglamento (RD 1776/2004, de 30 de julio) 



servicios, asistencia técnica, obras de instalación o montaje y actividades 
económicas en general.  

Esta norma específica establece que la base imponible en el caso de obtención 
de rentas por tales actividades será el importe íntegro de la contraprestación, 
regla general, pero se admite la posibilidad que el empresario o profesional 
pueda deducir determinadas categorías de rentas como son (i) los gastos de 
personal, desplazado o contratado en España, (ii) los gastos de 
aprovisionamientos de materiales incorporados a las obras y (iii) los gastos por 
suministros. 

Se trata de una lista cerrada de gastos, que será de aplicación con 
independencia de la residencia del empresario o profesional no establecido. No 
obstante, el legislador ha excluido la posibilidad de deducirse gastos necesarios 
que pueden ser especialmente relevantes en algunos casos para la obtención 
del ingreso, como los de publicidad o asesoramiento. 

La norma establece unos requisitos específicos para la deducibilidad de estos 
gastos. En relación con los (i) gastos de personal, su deducibilidad queda sujeta 
al cumplimiento de un requisito10 adicional como es que se justifique o garantice 
debidamente el ingreso del Impuesto que proceda, o de los pagos a cuenta 
correspondientes a los rendimientos del trabajo. En definitiva, que solo serán 
deducibles los gastos de personal si los mismos han estado sujetos a la 
correspondiente retención por el IRPF en el que caso de que el trabajador 
contratado sea un residente fiscal en España o por el IRNR, cuando el gasto de 
personal traiga causa en una actividad en la que se ha empleado a trabajadores 
no residentes que se han desplazado11 a territorio español para su desarrollo, de 
tal manera que la renta por el trabajo dependiente por este trabajador deba 
tributar en España. 

En el caso de (ii) aprovisionamiento de materiales, en el caso de que no hubieran 
sido adquiridos en el territorio español, el importe deducible se limita al declarado 
a efectos de la liquidación de derechos arancelarios o del Impuesto sobre el Valor 
Añadido. 

Por otra parte, se delimita el concepto de (iii) suministro, teniendo únicamente tal 
consideración a efectos de su deducción aquellos abastecimientos que no 
tengan la cualidad de almacenables. 

A su vez, la deducibilidad de los (ii) los gastos de aprovisionamientos de 
materiales incorporados a las obras y (iii) los gastos por suministros están sujetos 
a un requisito formal como es que las facturas que los justifiquen acrediten la 
realidad de los mismos. Se exige que hayan sido expedidos conforme los 
requisitos formales exigidos por las normas que regulan las obligaciones de 
facturación que incumben a empresarios y profesionales. 

Finalmente, estos empresarios y profesionales están sujetos12 a la obligación de 
llevar libros registros de ingresos y gastos y a la obligación general de 

 
10 Artículo 5.1 a) del Reglamento del IRNR.  
11 Para que las rentas obtenidas por un no residente en territorio español por rendimientos del trabajo 

privados, estén sujetas a tributación en España, es fundamental tanto en la norma doméstica como en la 

convenida que deriven, directa o indirectamente, de una actividad personal desarrollada físicamente en 

territorio español. Para más detalle ver el capítulo 26 de este manual.  
12 Véase el artículo 6 del Reglamento del IRNR 



conservación de las facturas que incumbe a todo empresario y profesional que 
desarrolla una actividad en España.  

• Deducción de gastos vinculados a rentas derivadas de actividades 
económicas sin EP realizadas en España por residentes en países UE y del 
Espacio Económico Europeo.  

Como hemos visto, cuando un empresario o profesional obtiene rentas sin 
mediación de un EP el IRNR establece significativas limitaciones a la deducción 
de gastos para la determinación de la base imponible. La lógica de esa 
restricción es la propia configuración del tributo como un impuesto territorial, 
pudiendo ser objeto de deducción los gastos incurridos en la jurisdicción de 
residencia. Gastos que, a su vez, pueden ser de difícil comprobación en España. 

No obstante, históricamente esta restricción ha sido objeto de un fuerte debate 
por su compatibilidad con los principios de fiscalidad internacional y el Derecho 
de la Unión. El TJUE no fue ajeno al mismo, y en sus sentencias Gerritse, Scorpio 
o Centro Equestre (C-422/01. 2003, C-290/04. 2006 y C345/04 2007 
respectivamente), concluye que los residentes y no residentes se encuentran en 
una situación comparable cuando se trata de calcular el ingreso neto sujeto a 
tributación. Por ello, resulta discriminatorio y, por ende, contrario a la libertad de 
prestación de servicios, que la normativa nacional, como disponía la española 
en su redacción original, permita a un residente que desarrolle un actividad 
económica deducirse gastos para el cálculo del ingreso neto derivado la misma 
que constituirá la base imponible  gravable y que, por el contrario, se lo impida o 
limite cuando dichos rendimientos sean obtenidos en España por un residente 
en un país o territorio perteneciente a la Unión Europea. 

Estos pronunciamientos impulsaron la modificación13 del artículo 24 de la LIRNR 
en el año 2010, justificando el legislador la misma en el objetivo de favorecer las 
libertades de circulación de trabajadores, de prestación de servicios y de 
movimiento de capitales, permitiendo a los residentes en otros países de la UE 
deducirse gastos vinculados directamente con la actividad de la que deriva la 
renta obtenida en España. 

Así, el apartado 6 del artículo del LIRNR, en la redacción dada por la Ley 
26/2014, de 27 de noviembre, distingue las siguientes situaciones en función de 
si la renta es obtenida por una persona física o una jurídica quien desarrolla la 
actividad económica o profesional.  

– Rendimientos obtenidos por personas físicas. 

Se permite la deducción de gastos de los ingresos íntegros para calcular la base 
imponible con las siguientes condiciones: 

• Se estará a la dispuesto en la normativa del IRPF. En particular, los 
artículos 28 y siguientes de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. Nótese que, a su vez, la LIRPF remite a la normativa del Impuesto sobre 
Sociedades para su cálculo sin perjuicio de las reglas específicas que establece.  

 
13 Ver apartado IX de la Exposición de Motivos de la Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se trasponen 

determinadas Directivas en el ámbito de la imposición indirecta y se modifica la Ley del Impuesto sobre la 

Renta de no Residentes para adaptarla a la normativa comunitaria. 



• El contribuyente deberá acreditar que están relacionados directamente 
con los rendimientos obtenidos y que tienen vínculo económico indisociable con 
la actividad realizada en España.  

Esta demostración de la vinculación del gasto con la actividad se justifica en el 
principio de territorialidad al que ya hemos hecho referencia, permitiendo 
deducirse únicamente gastos realizados en España para la obtención de 
ingresos en este territorio. Los gastos generales serán deducibles en el país en 
el que se tribute por renta mundial. Aclarar que este requisito no es contrario al 
Derecho Comunitario, tal y como expresa la sentencia Centro Equestre, en su 
párrafo 2214.   

– Rendimientos obtenidos por entidades. 

Se permite la deducción de gastos previstos en la normativa del Impuesto sobre 
Sociedades, siempre que, como en el caso precedente, estén relacionados 
directamente con los rendimientos obtenidos y tengan vínculo económico 
indisociable con la actividad realizada en España. 

Este artículo también resulta de aplicación a los residentes en un Estado 
miembro del Espacio Económico Europeo15 con los que existe normativa sobre 
asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria16. 

Por último, hemos de señalar que la compatibilidad de nuestra normativa interna 
y el Derecho Comunitaria no puede considerarse una cuestión pacífica a día de 
hoy, puesto que actualmente se cuestiona ante nuestros tribunales que la 
restricción que sufren los residentes en terceros Estados sea compatible con el 
Derecho de la UE17. 

• Regla aplicable a las operaciones de reaseguro 

La base imponible en el caso de rentas derivadas del desarrollo de operaciones 
de seguro será el importe de las primas cedidas en reaseguro. 

2.1.6. Tipos impositivos 

Los rendimientos derivados del desarrollo de una actividad económica y 
profesional sin EP se gravan con al tipo general del 24 por ciento, con carácter 
general.  

 
14 El párrafo 22 de la sentencia Centro Equestre dispone que un régimen fiscal conforme al cual, para 

calcular la base imponible del impuesto de los sujetos pasivos no residentes en un Estado miembro 

determinado, únicamente se tienen en cuenta los beneficios y las pérdidas que procedan de su actividad en 

dicho Estado, es conforme con el principio de territorialidad consagrado por el Derecho tributario 

internacional y reconocido por el Derecho comunitario 
15 El Espacio Económico Europeo (EEE) está integrado por los miembros de la Unión Europea más Islandia, 

Noruega y Liechtenstein. Véase  
16 A partir del 10 de julio de 2021 conforme a la Disposición adicional décima de la Ley 36/2006., las 

referencias normativas, como la que hace la LIRNR, a otros países integrantes del EEE con los que exista 

efectivo intercambio de información tributaria se entenderán efectuadas a Estados con los que exista 

normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de información tributaria en los términos 

previstos en la Ley General Tributaria, que sea de aplicación. 
17 Cierto es que la cuestión controvertida versa sobre una inversión inmobiliaria y su consideración como 

un movimiento de capitales cuyo tratamiento fiscal no puede ser discriminatorio para un contribuyente no 

residente pues el artículo 63 del TFUE prohíbe las restricciones a movimientos como estos, ver sentencia 

de la Audiencia Nacional de 28 de julio de 2025 –número de recurso 636/2021- para más detalle. Habrá 

que estar atentos a si se consolida este criterio y su posible aplicación a la deducibilidad de los gastos 

incurridos por empresarios y profesionales residentes en terceros países vinculados a ingresos gravables en 

España.  



Este tipo se reduce al 19 por ciento cuando se trate de contribuyentes residentes 
en otro Estado de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo con los 
que existe normativa sobre asistencia mutua en materia de intercambio de 
información tributaria. 

Asimismo, hay dos actividades para las que se regulan tipos reducidos: 

– Operaciones de reaseguro: el 1,5 por ciento del importe de las primas cedidas 
en reaseguro 

– Navegación marítima y aérea internacional, el 4 por ciento. Será de aplicación 
en aquellos casos en los que los buques o aeronaves toquen territorio español. 
No obstante, es previsible la escasa aplicación de este supuesto dada la 
exención contenida en la norma doméstica para esta actividad que hemos 
analizado anteriormente, así como por lo previsto en la norma convenida18, que 
atribuye la potestad para gravar los beneficios de una empresa procedentes de 
la explotación de buques o aeronaves en el tráfico internacional serán gravables 
exclusivamente en su Estado residencia19 

2.1.7 Deducciones 

Las deducciones de la cuota íntegra se limitan a las donaciones del artículo 68.3 
de la Ley del IRPF actualmente en vigor, que serán el 10% de las contribuciones 
realizadas a fundaciones legalmente reconocidas y las previstas en la Ley 
49/2002 de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo 

También serán deducibles las retenciones e ingresos a cuenta. 

2.1.8. Devengo 

El devengo del Impuesto se produce operación por operación, cuando resulten 
exigibles las rentas en cuestión en todos los casos. Cuando no conste o, en el 
caso de rentas presuntas, el devengo se producirá a 31 de diciembre. 

2.1.9. Retenciones e ingresos a cuenta 

La renta satisfecha a un empresario o profesional no residente está sujeta a 
retención conforme el artículo 31.2 de la LIRNR. La base de cálculo de la 
retención será el importe íntegro, sin tener en cuenta los gastos que fueran 
susceptibles de deducción. 

Nótese que estos empresarios o profesionales estarían obligados a presentar 
declaración conforme al artículo 28 de la LIRNR, por la obtención de rentas 
sujetas a tributación en España, pero la norma exime de esta obligación respecto 
de las rentas de las que se hubiese practicado la retención o efectuado el ingreso 
a cuenta. En la medida que tuvieran derecho a deducción de gastos que 
minorarán el importe íntegro que constituye la renta sujeta a retención, habrá un 
exceso de retención. De esta manera, los empresarios y profesionales deberán 
presentar la declaración del impuesto al objeto de solicitar la correspondiente 
devolución puesto que la base imponible y, por ende, la cuota íntegra del 

 
18 Artículo 8 MOCDE versión 2017. 
19 Hasta 2017, los MCOCDE reservan la potestad tributaria al Estado contratante en que estuviera situada 

la sede de dirección efectiva de la empresa, redacción que será de aplicación en la mayoría de Convenios 

formalizados por España. La conclusión es idéntica.  



Impuesto será inferior al importe íntegro que ha sido base de la retención 
practicada.  

También hay que tener en cuenta que, antes de practicar la correspondiente 
retención, el retenedor habrá que estar a lo dispuesto en la norma convenida al 
objeto de valorar si la la renta puede ser objeto de tributación en España o, si lo 
es, tener en cuenta posibles límites al gravamen de la renta en el país de fuente. 
De la misma manera, tampoco habrá obligación de retener en el caso de que la 
renta esté exente conforme al IRNR.  

Por otra parte, existe un supuesto en el que los empresarios o profesionales no 
residentes estarán obligados a practicar las retenciones e ingresos a cuenta. 
Esta obligación nace con ocasión del pago de rendimientos del trabajo, así como 
respecto de otros rendimientos sometidos a retención que constituyan gasto 
deducible para la obtención de las rentas conforme lo visto en el apartado 2.1.5. 
de este capítulo20.  

2.2. NORMA CONVENIDA. REGLA GENERAL Y PARTICULARIDADES 

2.2.1. Regla general 

El artículo 7 del MCOCDE, distribuye la potestad tributaria entre dos Estados y 
sienta reglas de atribución de beneficios que obligan a los mismos. con relación 
a los beneficios derivados de actividades económicas realizadas con o sin EP 
por un empresario o profesional residente en uno de los Estados, en el otro.  

Esta regla general de distribución de competencias se ha mantenido inalterada 
en las últimas redacciones del MCOCDE, y conforme la versión del año 2017 los 
beneficios de una empresa de un Estado contratante serán gravables 
exclusivamente en ese Estado.  

La única excepción a esta atribución exclusiva de competencia al Estado de 
residencia para gravar la renta derivada de actividades económicas es que la 
existencia de una participación en la vida económica21 en el Estado de fuente 
sea lo suficientemente importante para considerar que la actividad del 
empresario o profesional en el mismo se desarrolla a través de un EP.  

Por otra parte, hay que remarcar que no es de aplicación el principio general de 
“fuerza de atracción”, que conllevaría la tributación por el EP de todas rentas 
obtenidas en el estado de no residencia por el empresario o profesional22. 
Únicamente se atribuyen beneficios al EP en la medida en que los mismos se 
hayan generado con sus medios, en otro caso, la renta se considerará obtenida 
sin mediación de EP y se regirá por lo explicado en este capítulo, o en su caso, 
por el artículo que resulte de aplicación a la categoría concreta de renta de la 
que derive el beneficio. 

Este último inciso es relevante, puesto que tal y como ya hemos comentado en 
este capítulo y como explica el Comentario 10 del artículo 7 del MCOCDE solo 
es de aplicación en defecto de otros artículos del convenio que prevean normas 
específicas para ciertas categorías de beneficios (por ejemplo, los derivados de 

 
20 A este respecto, es conveniente recordar que un requisito para la deducibilidad del gasto es que se 

justifique o garantice debidamente el ingreso del Impuesto que proceda, o de los pagos a cuenta 

correspondientes a los rendimientos del trabajo 
21 Para mayor detalle, ver el párrafo 10 de los comentarios al artículo 7 del MCOCDE (2017). 
22 Para mayor detalle, ver el párrafo 11 de los comentarios al artículo 7 del MCOCDE (2017). 



la explotación de buques y aeronaves en el tráfico internacional) o para ciertas 
categorías de rentas que puedan constituir asimismo beneficios de actividades 
económicas (por ejemplo, las rentas obtenidas por una empresa por razón de las 
actividades personales de un artista o deportista). 

En conclusión, en presencia de CDI, la regla general de tributación de las rentas 
obtenidas por el no residente sin EP, es que la competencia exclusiva para 
gravar se atribuye al Estado de residencia del empresario y profesional que 
realiza la actividad o presta el servicio. Por tanto, España carecerá de potestad 
para gravar la misma y las disposiciones de la LIRNR no resultarán de aplicación. 
Solo en la ausencia de Convenio entrarán en juego los criterios de sujeción 
establecidos en la normativa doméstica y, por lo tanto, la posible tributación en 
España de las rentas de actividades económicas sin EP realizadas por el no 
residente. En todo caso, también habrá que estar a los dispuesto en la LIRNR 
en materia de actividades sujetas pero exentas.  

2.2.2. El artículo 7 en los convenios suscritos por España 

En los Convenios suscritos por España se atribuye con carácter general la 
potestad para gravar los beneficios empresariales por el desarrollo de una 
actividad económica sin EP, al Estado de residencia, por lo que resulta de 
aplicación la regla general.  

Sin embargo, resulta obligado hacer referencia a la necesidad de atender en 
cada caso concreto las posibles especialidades o singularidades que un 
convenio suscrito por España pueda contener. 

Así, anteriormente hemos mencionado que no resulta de aplicación el principio 
general de “fuerza de atracción” en favor del EP, pero en determinados 
Convenios, como el de Argentina o la India, se atribuyen al EP situado en el otro 
Estado rentas derivadas de ventas de bienes o mercancías similares a las 
vendidas por el EP o de otras actividades similares. 

En otros Convenios, como el de Kuwait, se sujetan expresamente a lo dispuesto 
en el artículo 7, las cantidades pagadas por el uso o concesión de uso de equipos 
industriales, comerciales y científicos, mientras que tales rentas son calificadas 
como cánones en muchos otros Convenios23 suscritos por España.  

Finalmente, merece la pena hacer mención a un supuesto especial como es el 
de Dinamarca. Tras la denuncia del Convenio comunicada por la Embajada 
danesa el 10 de junio de 2008, no hay Convenio que evite la doble imposición 
por la obtención de una renta en España de un residente en Dinamarca (y 
viceversa), por lo que la renta obtenida por un empresario o profesional danés 
derivada del desarrollo de una actividad o la prestación de un servicio sin EP en 
España está sujeta a la LIRNR. En todo caso, debemos recordar que Dinamarca 
es un Estado miembro de la UE, por lo que el cálculo de la base imponible podría 
no ser el rendimiento íntegro al poder deducir una serie de gastos el empresario 
o profesional en los términos que ya hemos comentado anteriormente.  

2.2.3. NORMATIVA APLICABLE A LOS BENEFICIOS DE LA EXPLOTACIÓN 
DE BUQUES Y AERONAVES EN EL TRÁFICO INTERNACIONAL 

Con relación a los beneficios de la explotación de buques y aeronaves, ya sea 
en propiedad, arrendados o a disposición de la empresa de otro modo, en el 

 
23 Por ejemplo, el de República Popular China, República Federal Alemana o Reino Unido 



tráfico internacional de pasajeros o mercancía, el MCOCDE (2017) dedica su 
artículo 8 a esta categoría de renta, atribuye la potestad de gravar los mismos 
en exclusiva al estado de residencia los beneficios que la empresa. Matizar que 
se incluye dentro de este artículo los beneficios de actividades 
complementarias24 a la explotación, aunque no estén directamente vinculadas 
con la misma. Un ejemplo de actividad complementaria sería de la publicidad 
para otras empresas a bordo del buque o aeronave. 

Si bien en algunos Convenios formalizados más recientemente, como el suscrito 
con China en 2018, siguen la nueva redacción, el criterio de tributación en 
residencia de los beneficios de la explotación de buques y aeronaves en el tráfico 
internacional, no resulta de aplicación con carácter general en los Convenios 
formalizados por España debido a que, en las versiones previas al Modelo de 
2017, el criterio de distribución de potestades era el de atribuir la competencia 
exclusiva al Estado en que estuviera situada la sede de dirección efectiva de la 
empresa. Incluso en Convenios formalizados por España con posterioridad a 
2017 se sigue manteniendo la antigua redacción, como resulta del formalizado 
con Paraguay en 2023. 

En la redacción antigua, solo sería de aplicación el criterio de atribución exclusiva 
de la potestad al Estado de residencia si la sede de dirección efectiva estuviera 
a borde de un buque y éste no tuviera puerto base.  
 
3. RENDIMIENTOS DERIVADOS DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS: 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES 

3.1. NORMATIVA DOMÉSTICA 

Las actividades caracterizadas como prestaciones de servicios personales 
independientes no tienen una regulación singular en nuestra normativa 
doméstica. A diferencia de otros impuestos, como el Impuesto sobre Actividades 
Económicas, el legislador no ha dispuesto una caracterización o identificación 
propia de este tipo de actividades cuando un no residente obtenga una renta por 
la prestación de tales servicios en España.  

Por consiguiente, los criterios de sujeción al Impuesto de este tipo de actividades 
coinciden con los ya explicados en el apartado 2.1.2. de este capítulo para el 
resto de las actividades económicas, estando sujetos a tributación en España las 
rentas derivadas de: 

– Servicios profesionales utilizados total o parcialmente en España o 
relacionados con actividades económicas realizadas en España, con las 
dificultades que en ocasiones puede suponer la determinación del cumplimiento 
de este concepto, tal y como se hizo referencia en el mencionado apartado 2.1.2.  

– Servicios profesionales relacionados con bienes situados en España. 

También son de plena aplicación los principios y reglas a que están sujetas el 
resto de las “actividades económicas” para la determinación de la base imponible 
y del tipo impositivo, en los términos ya explicados en los apartados 2.1.5 y 2.1.6 
respectivamente.  

3.2. NORMA CONVENIDA. MODELO DE CONVENIO DE LA OCDE. 
CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICIÓN FORMALIZADOS POR ESPAÑA 

 
24 Ver el párrafo 4 de los comentarios al artículo 8 del MCOCDE (2017). 



Si consultamos exclusivamente la redacción vigente del MCOCDE que sería su 
versión de 2017, podríamos errar al concluir que tampoco en la norma convenida 
existe una especial distinción entre la regulación de los beneficios que derivan 
del desarrollo de actividades económicas en general y la de los rendimientos 
derivados de los servicios prestados por profesionales independientes. De esta 
manera, las rentas procedentes de actividades profesionales o de otras 
actividades de carácter independiente se rigen por lo dispuesto en el artículo 7 
del Convenio ya analizado.   

No obstante, la realidad en gran parte de los Convenios formalizados por España 
es distinta, puesto que en ellos sí se hace referencia explícita a una regulación 
sustantiva propia de esos servicios. Ello es perfectamente plausible, pues los 
Estados son plenamente libres para acordar entre ellos una redacción alternativa 
a la del Convenio a la dispuesta en el MCOCDE. Como señala SERRANO 
ANTÓN (2003) legalmente el MC OCDE no es un tratado internacional, sino un 
borrador que puede servir como punto de partida para la conclusión de un CDI. 

Dicho lo anterior, utilizar el MCOCDE como base para redactar los nuevos 
Convenios y sus revisiones, tiene una clara ventaja en forma de seguridad 
jurídica para contribuyentes y administraciones nacionales, sirviendo sus 
Comentarios cómo guía que facilita la interpretación y aplicación uniforme. Y es 
que estos Convenios, se caracterizan por tener un articulado muy escueto, pero 
su objetivo es muy ambicioso al perseguir eliminar la doble imposición 
internacional sobre la renta y el patrimonio. 

Dicho lo anterior, en el ámbito de las rentas derivadas de servicios prestados por 
profesionales independientes, la decisión de España o de terceros países de 
separarse de la redacción del MCOCDE vigente, no trae causa en una voluntad 
de alejarse del consenso internacional en la forma en la que deben de distribuirse 
las competencias entre ellos para hacer tributar las rentas derivadas de estos 
servicios. La misma se justifica en el deseo de mantener la estructura y 
regulación previa a la decisión tomada el 29 de abril de 2000, por la que se 
decidió suprimir el artículo 14 del MCOCDE en las sucesivas versiones del 
mismo, eliminando la regularización específica de las rentas derivadas de estos 
servicios como ocurría en los Modelos vigentes hasta entonces.  

En la medida que un gran número de Convenios formalizados por España 
mantienen en su articulado el antiguo artículo 14, resulta aconsejable hacer 
referencia su contenido y evolución.   

3.2.1. Los rendimientos de las actividades profesionales independientes en el 
artículo 14 del modelo de convenio de la ocde. elementos configuradores. 

1º Noción 

El artículo 14 del MCOCDE en su versión de 1998, delimita su ámbito de 
aplicación a “servicios profesionales y otras actividades con un carácter 
independiente”. Esto excluye25: 

- Actividades profesionales que se realizan en el ámbito de una relación 
dependiente. A las rentas derivadas del trabajo dependiente les será de 
aplicación el artículo 15 del MCOCDE. Un ejemplo ilustrativo sería el un 
arquitecto que tiene una vinculación laboral con una entidad perteneciente a una 

 
25 Comentario 1 al artículo 14, OCDE (1998) 



multinacional y que, en el marco de esa relación laboral, asesora técnicamente 
a otra entidad filial establecida en un país distinto al de residencia del arquitecto. 
En este caso, la renta que percibe el abogado por su servicio de asesoramiento 
no estaría sujeta a las reglas del artículo 14, ni del 7 en su caso, siendo de 
aplicación el artículo 15 del MCOCDE.  
- Actividades independientes desarrolladas por artistas y deportistas. La 
renta derivada de esta actividad se excluye expresamente del ámbito de 
aplicación del artículo 14 por el MCOCDE, al estar sujeta a la regulación 
específica del artículo 17. 

El MCOCDE (1998) no aporta mayor detalle que permita delimitar correctamente 
el ámbito de aplicación del artículo 14, y se limita a incluir una serie de ejemplos 
ilustrativos26 de este tipo de servicios, como serían las profesiones liberales. De 
esta manera, cuestiones tan relevantes como la concreción de la extensión del 
concepto “otras actividades de carácter independiente” o el análisis de cómo 
proceder ante sociedades de profesionales, no quedaban suficientemente 
aclarados por el MCOCDE.  

Una cuestión que aflora inevitablemente es la coordinación entre el ámbito 
objetivo del artículo 7 y el del artículo 14. Como señala SERRANO ANTÓN 
(2003) puede mantenerse que el antiguo artículo 14 MCOCDE se dedicaba 
especialmente para actividades que no requerían de por sí, grandes inversiones 
económicas, por lo que, en el caso de un abogado perteneciente a un despacho 
internacional, no se acomodaría a las condiciones del artículo 14, sino del 
artículo 7 en la medida que no resulta creíble pensar que no necesita una 
importante inversión económica. 

Por otra parte, está regulación autónoma es una solución insatisfactoria en el 
caso de sociedades mixtas, puesto que las personas jurídicas tributarían por el 
régimen del artículo 7, mientras que las físicas lo harían por el del 14. 

Estas fisuras en la delimitación del ámbito de aplicación del artículo 14, 
aumentan el riesgo de que los Estados afectados caractericen de forma opuesta 
la actividad desplegada por el contribuyente, lo cual sólo podrá resolverse por la 
vía de un procedimiento amistoso27. En definitiva, conlleva inseguridad jurídica a 
resolver por un incierto camino para los contribuyentes y administraciones 
nacionales. 

2º Atribución de potestades 

El artículo 14 del MCOCDE, atribuye en exclusiva la potestad para gravar las 
rentas derivadas del ejercicio de actividades profesionales independientes al 
Estado de residencia del profesional.  

Sólo se excepciona el principio de tributación en residencia cuando el profesional 
dispone de base fija en el Estado de fuente. Se trata de un concepto muy similar 
al de EP. En el caso de existir una base fija, se establece el principio de potestad 
compartida, pudiendo el Estado donde se sitúe la base someter a imposición las 
rentas que le sean imputables. 

A diferencia del artículo 7, en el caso de servicios profesionales independientes 
se utiliza la expresión “rentas” y no la de “beneficios”. Cabría plantearse si esto 

 
26 Párrafo 2 del artículo 14 OCDE (1998) 
27 Comentario 2 al artículo 14 OCDE (1998) 



quiere decir que la norma convenida hace referencia a un concepto de renta 
bruta, en el que se hace tributar al profesional por el rendimiento íntegro no 
permitiéndole deducirse gastos que hubiera incurrido para el desarrollo de su 
actividad en el Estado de fuente como, por el contrario, si permite el artículo 7 en 
el caso de actividades económicas al referirse a beneficios, y por tanto a renta 
neta. La respuesta es que, más allá del uso de un concepto de referencia distinto 
que puede llevar a equívocos, no ha existir diferencia a la hora de configurar cuál 
es la renta gravable, y por tanto el carácter deducible de los gastos, en los que 
se ha incurrido ya sea en el ámbito de una actividad económica o en el de una 
actividad profesional. A este respecto, en los comentarios a este artículo28 se 
hace referencia a que los gastos atribuidos a una base fija, deben deducirse en 
los mismos términos que cuando se incurren por un EP, es decir, conforme al 
párrafo 3 del artículo 7 en su redacción previa a 2010. 

3º Concepto de base fija 

Como antes se ha señalado, el artículo 14 no hace referencia a un EP, utilizando 
como criterio de permanencia el de base fija, cuyas características son: 

– Es un concepto que no está definido en el Modelo de Convenio, mientras que 
el de EP sí lo está29. 
- Base fija será todo centro de actividad con algún grado de fijeza y de disposición 
con cierta habitualidad, como son la oficina de un arquitecto o de una consulta 
por un médico. En todo caso, se exige una menor intensidad que en el caso de 
un EP.  
- Es un concepto más amplio que el concepto de EP, puesto que requiere un 
menor grado de permanencia que un EP. No obstante, se trata de un concepto 
teórico, pero de una mayor complejidad práctica. ¿En qué medida la oficina de 
un arquitecto puede ser caracterizada como base fija, pero no reunir los 
elementos característicos de un EP? 
– Las reglas del artículo 7 pueden ser utilizadas como guía en la interpretación y 
aplicación del artículo 14. Un ejemplo sería el caso de un profesional residente 
en Suiza que traslada en los últimos meses del año su actividad a España, desde 
donde desplegará su actividad profesional. En el ejercicio fiscal en que se 
traslada mantiene su condición de residente en Suiza. El artículo 14 del Convenio 
entre Suiza y España exige valorar si el profesional dispone de una base fija en 
España para el ejercicio de su actividad, al objeto de otorgar o no, potestad 
tributaria al Estado de fuente, en este caso España, sobre la renta obtenida en 
este territorio. Para ello, y en base a que el Comité Fiscal de la OCDE mantiene 
que no existen diferencias significativas entre los conceptos de base fija y EP, 
podríamos acudir al comentario 6 del artículo 5 del MCOCDE en donde se 
relacionan los elementos característicos de un EP para tomar una decisión al 
respecto30. 

4º Casuística de Convenios suscritos por España 

Actualmente se encuentran en vigor numerosos CDI suscritos por España en los 
que se incluye el artículo 14 del MCOCDE, regulando de forma autónoma los 
rendimientos derivados del trabajo profesional independiente. Y ello con 
independencia de que los mismos se hayan negociado o revisado con 

 
28 Comentario 3 al artículo 14 OCDE (1998) 
29 Artículo 5 del MOCDE 
30 El ejemplo se basa en el contenido de la consulta vinculante 2119-21 de la DGT. 



posterioridad a la supresión del artículo 14 en el año 2000.31 Cabe destacar las 
siguientes situaciones: 

- Con carácter general, en los Convenios que incluyen un artículo 14 
relativo a servicios profesionales independientes, supeditan la tributación en 
fuente a la existencia de una base fija en el territorio donde prestan el servicio 
distinto del de residencia. Es decir, se estipula una distribución de competencias 
similar a la del artículo 7, y no se atribuye al Estado de fuente potestad para 
gravar las rentas obtenidas por profesionales que carecen de una presencia 
mínima en la vida económica del país, al carecer de una base fija para el 
desarrollo de su actividad en el mismo. Un ejemplo sería el celebrado con 
Estados Unidos. 
- Existen Convenios en los que se estipula la posibilidad de gravar estas 
actividades en el Estado de la fuente, incluso no existiendo una base fija, siempre 
que las remuneraciones percibidas por el profesional con origen en el Estado de 
fuente superen determinado límite cuantitativo (Convenio con Suecia) o el 
profesional mantiene una presencia temporal significativa en el país, superior a 
183 días (Convenio con Suecia o México).  
- En el caso de agentes mediadores, comisionistas y corredores, la mayoría 
de los Convenios consideran que esa actividad empresarial es subsumible en el 
artículo 7 del Convenio. 
- Muchos Convenios contemplan la tributación exclusiva en el Estado de 
residencia a profesores e investigadores. 

3.2.2. El informe de la OCDE 2000 sobre el modelo de convenio.  

El artículo 14 del MCOCDE se elimina en la versión del MCOCDE del año 2000. 
Se justifica esta supresión en el Informe de la OCDE (2000) que recoge las 
conclusiones de un Grupo de Trabajo que se dedicó a analizar el artículo y en el 
que se recomienda su supresión.  
Una de las razones de esta recomendación fue la ausencia de una definición 
clara del ámbito objetivo del artículo, a la que ya hemos hecho referencia, por la 
inseguridad jurídica que ello conllevaba. 

Otra de las razones de peso que reforzaba dicha recomendación fue la falta de 
claridad a la hora de delimitar su ámbito subjetivo. La cuestión capital sería si el 
artículo 14 resultaba de aplicación a las personas jurídicas. De tal suerte, que 
una misma actividad podía tener un tratamiento fiscal distinto en función de la 
naturaleza física, artículo 14, o jurídica, artículo 7, de la persona que la 
desarrollara.  

Por último, la dificultad para diferenciar el concepto de base fija del de EP, daba 
lugar a problemas de interpretación que justificaban la supresión.  

Y todo ello teniendo en cuenta que, en una mayoría de casos, cuando resulta de 
aplicación el artículo 14 también lo es el artículo 7, por lo que no dejaba de ser 
redundante mantener los dos artículos. 

En definitiva, como indica SERRANO ANTÓN (2003), el Grupo de Trabajo abogó 
por la eliminación de este artículo por varias razones, entre ellas, se puede 
señalar la imposibilidad de determinar las diferencias prácticas entre el artículo 
14 sobre servicios personales independientes, y el artículo 7 sobre rentas 

 
31 Por ejemplo, el Convenio suscrito entre España y China, negociado en 2018 y cuya entrada en vigor 

acaeció el 2 de mayo de 2021, incluye un artículo 14 servicios personales independientes. 



empresariales, y cuando observó alguna diferencia el Comité de Asuntos 
Fiscales de la OCDE no fue capaz de encontrar una justificación para estas 
diferencias. 

Todo ello, sin perjuicio de que, como hemos señalado, un cuarto de siglo 
después de acordarse la supresión de este artículo del MCOCDE, un gran 
número de Convenios formalizados por España que están en vigor dispongan 
una regulación independiente de los servicios personales independientes al 
incluir entre su articulado el 14 del MCOCDE. 
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